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No cabe la jubilación anticipada de los funcionarios 

Redacción de El Consultor de los Ayuntamientos 

El Consultor de los Ayuntamientos y de los Juzgados, Nº 8, Sección Consultas, Quincena del 30 Abr. al 14 May. 2014, Ref. 861/2014, 
pág. 861, tomo 1, Editorial LA LEY 

Antecedentes.— 

¿Cabe la jubilación anticipada en el colectivo de funcionarios municipales? ¿Y los premios por jubilación? 

Contestación.— 

Hemos de partir del examen de la normativa de jubilación anticipada aplicable a los funcionarios. 

En primer lugar, la disposición adicional 6ª del Ley 7/2007, de 12 de abril (LA LEY. 622/2007) (BOE del 13), del Estatuto Básico del Empleado 
Público (EBEP),, establece que « El Gobierno presentará en el Congreso de los Diputados un estudio sobre los distintos regímenes de acceso a 
la jubilación de los funcionarios que contenga, entre otros aspectos, recomendaciones para asegurar la no discriminación entre colectivos con 
características similares y la conveniencia de ampliar la posibilidad de acceder a la jubilación anticipada de determinados colectivos». Al 
respecto, la Sentencia del Tribunal Supremo de 22 de julio de 2009 (LA LEY 187377/2009) (LA LEY. 1674/2009) dice que «De forma similar, 
el Estatuto del Empleado Público (Disposición Adicional Sexta de la Ley 7/2007), con relación a los funcionarios, admite también la misma 
posibilidad pero igualmente sometida o condicionada a que el Gobierno presente "en el Congreso de los Diputados un estudio sobre los 
distintos regímenes de acceso a la jubilación de los funcionarios que contenga, entre otros aspectos, recomendaciones para asegurar la no 
discriminación entre colectivos con características similares y la conveniencia de ampliar la posibilidad de acceder a la jubilación anticipada de 
determinados colectivos". Y, en fin, la necesidad de ese posterior desarrollo normativo aparece confirmada y ratificada con más claridad aún 
en la más reciente Ley 40/2007 (LA LEY. 1773/2007), de medidas en materia de seguridad social, no aplicable por razones cronológicas al 
caso de autos, cuya disposición adicional séptima conmina al Gobierno para que, en el plazo de un año (desde luego ya transcurrido con 
creces porque la Ley, según su Disposición Final Sexta, entró en vigor el 1 de enero de 2008), presente al Parlamento un estudio sobre la 
materia, es decir, sobre la normativa reguladora de la jubilación anticipada y parcial de los empleados públicos, en el que se contemple la 
realidad específica del personal estatutario». 

En segundo lugar, la disposición adicional 7ª de la Ley 40/2007, de 4 de diciembre (LA LEY. 1773/2007) (BOE del 5) establece lo siguiente: 
«En el plazo de un año, el Gobierno presentará un estudio sobre la normativa reguladora de la jubilación anticipada y parcial de los 
empleados públicos, así como del personal de las Fuerzas Armadas y al servicio de la Administración de Justicia, que aborde la aplicación de 
la normativa reguladora de tales modalidades de jubilación, las condiciones en que esta aplicación no genere problemas de sostenibilidad a 
los sistemas de protección social y la homogeneización, en términos equiparables, de los diferentes regímenes En dicho estudio se 
contemplará la realidad específica de los diferentes colectivos afectados, incluida la del personal al que le es de aplicación la Ley 55/2003, de 
16 de diciembre (LA LEY. 1904/2003)), del Estatuto Marco del Personal Estatutario de los Servicios de Salud, tomando en consideración las 
singularidades que rodean al mismo, desde una perspectiva acorde con las prioridades y garantías que se señalan en el párrafo anterior.» 

De otro lado, la disposición derogatoria del Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio (LA LEY. 969/2012) (BOE del 14), de medidas para 
garantizar la estabilidad presupuestaria y de fomento de la competitividad, suprime las referencias del art. 67 EBEP (LA LEY. 622/2007), 
relativas a la jubilación parcial, y a la jubilación anticipada, en el colectivo de funcionarios. 

En conclusión, hoy la jubilación anticipada está excluida del ámbito de aplicación de los funcionarios, incluidos los municipales. 

Con respecto a si cabría una indemnización por el ayuntamiento por la jubilación del funcionario, en realidad, lo que se pretende es conceder 
un premio por jubilación a un funcionario concreto y entendemos que, aunque haya acuerdos y convenios que recogen estos premios, no se 
ajustan a la legalidad. 

En efecto, si partimos del régimen retributivo de los funcionarios locales a que se refiere el art. 93 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora 
de las Bases de Régimen Local (LA LEY. 7636/1985) (LRBRL (LA LEY. 7636/1985)), y que se concreta en el Real Decreto 861/1986, de 25 de 
abril (LA LEY. 50796/1986) (BOE de 3 de mayo), por el que se establece el régimen de las retribuciones de los funcionarios de Administración 
Local, los conceptos retributivos por los que pueden ser remunerados son los establecidos en el art. 23 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto (LA 
LEY. 7850/1984) (BOE del 3), de Medidas para la Reforma de la Función Pública (LRFP), en cuyos conceptos no tienen encaje «los premios 
por jubilación». En la medida que tales premios constituyen una remuneración diferida y, como decimos, no prevista en el régimen 
retributivo, han de considerarse ilegales a la vista de lo establecido en el párrafo segundo del art. 1 del Real Decreto 861/1986 (LA LEY. 
50796/1986). Además, la prohibición de percibir ingresos atípicos reiteradamente se contiene en las Leyes de Presupuestos del Estado. 
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Es por ello por lo que la jurisprudencia del Tribunal Supremo viene reiterando la confirmación de las sentencias de instancia que habían 
anulado los preceptos de los pactos o acuerdos negociados en que se establecían «premios por jubilación» e «incentivos por jubilación 
anticipada». Véanse, SSTS de 18 de noviembre de 1999 (LA LEY 2075/2000) (LA LEY. 2075/2000) y de 2 de marzo de 2004 (LA LEY. 
1290/2004) (LA LEY 1290/2004), así como STSJ de Andalucía de 9 de junio de 1999 (LA LEY 1473/2000) (LA LEY. 1473/2000). 

Posiblemente haya supuestos en que los acuerdos en tal sentido de las Corporaciones Locales resultantes de la negociación colectiva hayan 
pasado el «filtro» de la impugnación por la Administración Estatal o Autonómica; pero esto no quiere decir que tales cláusulas sean correctas. 

Por tanto, entendemos que no es posible otorgar un premio por jubilación y que tampoco puede darse como una gratificación extraordinaria; 
ya que no debe olvidarse que la gratificación no tiene la naturaleza que puede tener en la legislación laboral, sino que se define en el citado 
Real Decreto 861/1986 (LA LEY. 50796/1986) como retribuciones por trabajos realizados fuera de la jornada, es decir, lo que en derecho 
laboral se llaman horas extraordinarias. 


